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5.2.

(11)  TÉLLEZ AGUILERA, A.: Derecho Penitenciario: incidencia de las nuevas modificaciones.
En la parte: «La necesaria reforma de la Ley Penitenciaria», ed. CGPJ, Madrid, 2007, págs.
212 y 380 y ss.

Principio de tipicidad

Se refleja en tres elementos:

1. Solo son infracciones las vulneraciones del ordenamiento jurídico
previstas por ley (art. 108, 109 y 110 RP81).

2. Las sanciones también recogidas en la ley (art. 42 LOGP).
3. Se prohíbe la analogía tanto para la infracción como para la sanción

(art. 232.3 RP). Principio recogido art. 27 LRJSP.

Esta exigencia de predeterminación normativa, tanto de las conductas
ilícitas como de las sanciones, hace que sea predecible la norma punitiva
aplicable ante una conducta ilícita, y el tipo y grado de sanción que puede
recaer sobre el infractor. Lo expuesto no casa exactamente con algunos de
los tipos recogidos en el catálogo de faltas disciplinarias RP81. En él encon-
tramos expresiones tales como gravedad, levedad, actos de grave escándalo,
etc. Además de resultar desfasados, un uso abusivo de los mismos podría
resultar fácilmente perjudicial por cuanto no determina la conducta sancio-
nable, dando a la administración un amplio margen para la arbitrariedad.

Téllez Aguilera pese a proponer un catálogo de faltas, que iremos des-
glosando en la correlación entre la infracción y sanción, limitar el uso abusivo
de conceptos jurídicos indeterminados y tipos abiertos y proponer tipos más
acorde con la realidad penitenciaria actual, sostiene la imposibilidad de una
redacción detallada de cada una de las infracciones pues ello supondría un
casuismo incompatible con una regulación legal (11).

Este autor establece que mantener el actual catálogo, en el RP81, aparte
de constituir un atentado contra el principio de legalidad por quebrantar la
reserva de ley, adolece de ciertos defectos:

— Existencia de coincidencia entre faltas graves y ciertos delitos.
— Bienes jurídicos protegidos propios de otras épocas (decencia

pública).
— Poca claridad para distinguir algunas faltas leves, graves y muy

graves (desobediencia y resistencia).
— Falta de distinción entre los diferentes tipos de evasión (con o sin

custodia, con o sin violencia).
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5.3.

5.4.

5.5.

5.6.

5.7.

Principio de culpabilidad

El derecho penal es formulado como el reproche, que se dirige al autor
que realiza un hecho típico y antijurídico, siempre que hubiera podido actuar
de modo distinto, concepto que rige en materia administrativa. Así que es un
presupuesto necesario para poder determinar una infracción. Muestra de ello
es la exclusión de los internos que se encuentran en establecimientos o uni-
dades psiquiátricas. Es necesario también, el dolo o la imprudencia. Este
principio no se encuentra expresamente recogido en la LOGP, lo extraemos
del criterio de graduación de las sanciones art. 234 RP. Recogido también
art. 28.1 LRJSP.

Principio de proporcionalidad

Hace referencia al equilibrio entre la gravedad de la conducta tipificada
y la sanción a imponer. Aun sin referencia expresa en el RP podemos
extraerlo también del criterio de graduación de las sanciones art. 234.

Principio de necesidad y subsidiaridad

Reserva la aplicación del régimen disciplinario como última instancia,
utilizando siempre que sea posible otras medidas alternativas o incluso en su
ejecución, instrumentos que mitiguen sus efectos. Este principio está en el
RP como un principio general de las medidas de seguridad art. 71.1.

Principio de oportunidad

Supone la flexibilización de la aplicación estricta de la ley. Ya se esta-
blece, en el propio preámbulo del RP y se desarrolla con los mecanismos
establecidos, art. 254.2: «En los términos establecidos en este Reglamento,
las sanciones impuestas podrán ser reducidas o revocadas y, si se trata de
sanciones de aislamiento, podrá suspenderse su efectividad o aplazarse su
ejecución». Desarrollado en los art. 255 y 256.

Principio de irretroactividad

Consagrado en el art. 9.3 y 25.1 CE y reiterado en la LRJSP en su art. 26.1,
donde se establece: serán de aplicación las disposiciones sancionadoras
vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infraccio-
nes admón. Pero sí se permite la retroactividad de las normas favorables (DT
5.ª RP y art. 26.2 LRJSP).
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5.8.

VI.

Principio de non bis in ídem

Recogido art. 25.1 CE, 31.1 LRJSP y 232.4 RP: «Aquellos hechos que
pudiesen ser constitutivos de delito podrán ser también sancionados disci-
plinariamente cuando el fundamento de la sanción sea la seguridad y el buen
orden regimental. En estos casos, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 284 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los hechos serán puestos
en conocimiento del Ministerio Fiscal y de la Autoridad judicial competente,
previa realización, en su caso, de las diligencias de prevención que se con-
sideren necesarias».

Debido a que la coincidencia entre las faltas disciplinarias muy graves y
graves con una tipificación en el CP podría dar inicio a dos tipos de proce-
dimientos por los mismos hechos, este principio, prohíbe que una persona
sea sancionada dos veces por los mismos hechos, es decir, que un mismo
hecho sea objeto de dos procesos diferentes, siempre que exista identidad de
sujeto, hecho y fundamento.

Para que una conducta que es objeto de un procedimiento penal se
admita jurídicamente como sanción disciplinaria, es imprescindible que el
bien jurídico protegido sea diferente y que sea necesaria esa sanción para su
protección. STC 2/87, de 21 de enero, citando a la Comisión de Estrasburgo,
«no altera la naturaleza de la infracción, el que la misma pudiera figurar
también en el CP, sobre todo cuando el incidente toma una perspectiva más
seria, contemplada a la luz de las exigencias de la disciplina en prisión, pues
este aspecto justifica a las autoridades de la prisión el establecer las medidas
disciplinarias contra el interno» para el mantenimiento del buen orden y la
seguridad.

Esto no impide, que el órgano administrativo quede vinculado a lo que
el proceso penal haya declarado como probado.

INFRACCIONES

El catálogo de infracciones del régimen disciplinario penitenciario está
regulado en virtud de la DDU apartado 3º. RP en los arts. 108 a 110 RP 81,
en la redacción dada por el RD 787/1984, de 28 de marzo.

En atención a la mayor o menor gravedad de los hechos, existe una cla-
sificación tripartita; faltas muy graves, graves y leves. Y el abanico de san-
ciones, se encuentra fijado en el art. 42 LOGP siendo un numero clausus.
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Las infracciones que se tipifican como faltas muy graves las recogidas en
el art. 108 RP81 son:

a) Participar en motines, plantes o desórdenes colectivos, o instigar a los
mismos si estos se hubieran producido.

Solo la infracción consumada.

La RAE define el término motín, como el movimiento desordenado de
una muchedumbre, contra la autoridad constituida. Y podríamos conside-
rarla como la denominación vulgar del delito de orden público que el CP
recoge como sedición.

Requiere un alzamiento dirigido contra el orden público, ha de ser
público, de modo violento, por una pluralidad y con una finalidad política
o social ilícita. Se descartan así las conductas fuera del establecimiento.

El plante seria la protesta colectiva para rechazar algo. No tiene que ser
violenta porque se trata de una desobediencia pasiva, pero sí colectiva, por
una parte, de la población penitenciaria y necesitando que altere la ordenada
convivencia.

Puede ser problemática la delimitación del concepto de desórdenes
colectivos, que englobaría al motín y al plante, por ser una definición inde-
terminada.

Téllez Aguilera, propone aquí la siguiente redacción: «Organizar o par-
ticipar en motines o desórdenes colectivos, caracterizados por destrozos o
daños de instalaciones o efectos, toma de rehenes o invasión de zonas no
autorizadas, así como plantes o negativas sistemáticas y continuadas al cum-
plimiento de las órdenes dirigidas a establecer la normalidad». Y podemos
incluir: «Alterar gravemente el orden promoviendo altercados o riñas con sus
compañeros de internamiento».

b) Agredir, amenazar o coaccionar a cualesquiera personas dentro del
establecimiento o a las autoridades o funcionarios judiciales o de institucio-
nes penitenciarias, tanto dentro como fuera del establecimiento si el interno
hubiera salido con causa justificada durante su internamiento y aquellos se
hallaren en el ejercicio de sus cargos o con ocasión de ellos.

Podríamos asimilar muchas de estas conductas con los delitos de atenta-
dos, los desacatos, amenazas y coacciones del CP.
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E l lector encontrará en esta Guía práctica de Derecho penitenciario 
una obra de obligada consulta para dominar los aspectos prácticos 
del Derecho penitenciario. La selección de temas pretende 

aportar las herramientas necesarias para resolver las cuestiones más 
problemáticas y controvertidas, siendo abordadas por un elenco de 
juristas del más alto nivel, todos ellos expertos en esta materia. 
La obra incorpora la jurisprudencia más actual, así como instrucciones 
y demás normativa e incluye, además, un examen pormenorizado de 
la reciente propuesta de reforma del Reglamento Penitenciario acerca 
de la incorporación de una específica regulación en el ámbito del uso 
de las nuevas tecnologías en prisión. Se trata, por tanto, de una guía 
imprescindible para comprender y hacer efectiva la aplicación práctica del 
régimen penitenciario.
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